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I.
RESUMEN
1. El 15 de septiembre de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Ricardo Fernández de Córdoba, de la Organización Fernández de Córdoba & Asociados (en adelante “el peticionario”), en nombre de Cesar Lourenzo Cedeño Muñoz; José Gregorio Rosado Solórzano; Josthyn Andrés Párraga Parrales; Shcarlet Alexandra  Flecher Mendonza; y, Pedro Alejandro Hildalgo Andrade (todos recién nacidos/a al momento de su fallecimiento); Cesar Eduardo Cedeño Tapia y Lupe Alexandra Muñoz Cedeño; José Leonidas Rosado Rosado y Rosa Maria Solórzano Loor; Yodry Andrés Párraga Canchinguer y Jacqueline Elizabeth Parrales Zambrano; Boris Fabián Flecher Mendoza y Seida Alexandra Mendoza Tenorio, y Flavio Joselito Renato Hidalgo Ortíz y Karen Patricia Hidalgo Andrade (padres y madres de los recién nacidos/a) (en adelante “presuntas víctimas”), en la cual se alega violación  por parte de la República del Ecuador ( en adelante “Ecuador”,  “el Estado”, o “el Estado ecuatoriano”) de los artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos); 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno); 4 (vida); 5 (integridad personal); 17 (protección a la familia); 19 (derechos del niño); 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), 26 (desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales); y 29 (normas de interpretación) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”). Dichas violaciones vinculadas, además con la violación de los artículos  VI (constitución y protección de la familia), VII (protección a la maternidad y a la infancia), XI (derecho a la preservación de la salud y al bienestar) y XVIII (derecho de justicia) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana”). 
2. El peticionario señaló que es representante de los padres y madres de cinco niños recién nacidos que fallecieron en la sala de neonatología del hospital público “Napoleón Dávila Córdova” en la ciudad de Chone, Provincia de Manabí, Ecuador, institución dependiente del Ministerio da Salud de ese país. Indicó que durante los años de 2005 y 2006 se produjeron aproximadamente 29 muertes de recién nacidos en dicha sala de neonatología, debido a que ésta estaba contaminada por pseudomonas, supuestamente producidas por el mal estado de los aires acondicionados, la insalubridad del lugar y la falta de higiene de los funcionarios del hospital. En cuanto a la admisibilidad, alegó que los recursos internos fueron agotados debido a que los hechos fueron puestos en conocimiento del Ministerio Público en el año de 2006, tras lo cual el Juzgado Décimo de lo Penal de Manabí sustanció el juicio dictando auto de llamamiento a plenario en fecha 12 de enero de 2007. Agregó que este auto fue revocado por la Corte Superior de Justicia de Manabí, el 27 de marzo de 2007, por medio de un auto de sobreseimiento provisional.
3. Por su parte el Estado alegó que no está claramente demostrado que las bacterias hayan sido determinantes en la muerte de los neonatos  y que la aproximación más adecuada es entender que las muertes se debieron a circunstancias médicas particulares y no a un brote epidémico. Sobre el agotamiento de los recursos internos, el Estado señaló que si el peticionario consideraba que existían irregularidades en el proceso, pudo haber valorado la posibilidad de interponer un juicio de recusación durante el proceso penal; una acción por daños y perjuicios y/o una acción por daños morales. Asimismo, indicó que la intención de los peticionarios era que la Comisión actuara como cuarta instancia, examinando los errores de los tribunales nacionales.

4. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo y que la petición es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5, 19, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1. de dicho instrumento. Asimismo, la Comisión consideró que no resulta necesario efectuar un análisis separado de los artículos 17 y 26 de la Convención Americana en la etapa de fondo. En consecuencia, la Comisión decidió notificar a las partes, hacer público el presente informe de Admisibilidad e incluirlo en su Informe Anual.


II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. El 15 de septiembre de 2007 la Comisión recibió la petición inicial, la cual fue registrada con el número P-1201-07
. El 6 de mayo de 2008, de conformidad con el artículo 30.3 de su Reglamento entonces vigente, la Comisión remitió al Estado las partes pertinentes de la petición, solicitándole que presentara su respuesta en un plazo de dos meses. El 3 de septiembre de 2008 el Estado presentó su respuesta a la petición, la cual fue trasladada al peticionario. 

6. El 6 de febrero de 2009 y el 3 de agosto de 2009 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasmitida al Estado ecuatoriano.

7. El 18 de marzo de 2009 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue concedida por la Comisión el 19 de marzo de 2009 por un plazo de un mes.  El 2 de junio de 2009 la Comisión reiteró al Estado la solicitud de información y el 11 de septiembre de 2009 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueran trasladadas al peticionario.

8. El 16 de octubre de 2009 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado. El Estado presentó su respuesta el 4 de enero de 2010 mediante comunicación que fue  trasladada al peticionario el 20 de abril de 2010.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

9. El peticionario señaló que en los años de 2005 y 2006 se produjeron aproximadamente 29 muertes de niños recién nacidos en la sala de neonatología del hospital público “Napoleón Dávila Córdova” en la ciudad de Chone, Provincia de Manabí, Ecuador- institución dependiente del Ministerio de la Salud de este país. Indicó que actúa como representante de los padres y madres de cinco niños recién nacidos que fallecieron entre estas fechas.

10. Alegó que tras las investigaciones del caso se pudo constatar que la sala de neonatología se encontraba infectada por pseudomonas, producto del mal estado de conservación de los sistemas de aire condicionado y de la insalubridad del lugar. Indicó que los peritos también encontraron gran cantidad de cucarachas y excremento de murciélago en los “techos falsos” de la sala de neonatología, y que las declaraciones de los padres de los neonatos fallecidos demuestran la despreocupación estatal y la negligencia de los funcionarios públicos. Precisó que en estas declaraciones se hace referencia a que el personal médico no utilizaba los equipos mínimos requeridos (mascarillas, gorros, etc.) y no cumplían con los requisitos mínimos de asepsia para la atención médica y manipulación de los niños (a título de ejemplo se indica que no se lavaban las manos; comían dentro de la sala, manipulaban a dos niños al mismo tiempo, etc.). 

11. En relación al agotamiento de los recursos internos, el peticionario indicó que el proceso penal se inició mediante la Instrucción Fiscal No. 04-05-2006, y que el 12 de enero de 2007 el Juzgado Décimo Segundo de lo Penal de Manabí sustanció el juicio dictando auto de llamamiento a plenario por el delito de homicidio inintencional. En 27 de marzo de 2007 este auto fue revocado por medio de un auto de sobreseimiento provisional mediante el cual se estableció que no se encontró existencia material de la infracción investigada ni de la responsabilidad penal de los imputados. 
12. En respuesta a los planteamientos del Estado (ver sección infra) señaló que la acción civil de daños y perjuicios y la acción por daño moral no serían apropiadas, toda vez que la Corte Interamericana ha determinado que la principal fuente de reparación por violaciones del derecho a la vida constituye la determinación de responsabilidades penales individuales. Agregó que difícilmente un juez civil podría declarar la existencia de daño resarcible si no se ha establecido previamente la responsabilidad penal (o administrativa) sobre los hechos, y que la acción civil de daños y perjuicios exige un procedimiento ordinario que en la práctica interna lleva varios años en ser resuelto, por lo que no sería simple y eficaz.

13. Alegó que con la intención de llegar a un arreglo amistoso con el Estado ecuatoriano, se planteó un pedido de mediación a la Procuraduría General del Estado. Mencionó que la solicitud fue ingresada el 5 de julio de 2007 y hasta el momento de presentar su petición ante la CIDH no había ningún avance en dicho proceso. 

14. El peticionario indicó que se ha visto privado de su derecho de acceso a la justicia, ya que los recursos en la jurisdicción interna han demostrado ser inefectivos. Alegó que en el presente caso el Estado excedió los límites de lo razonable pues, dado el abundante acervo probatorio, el caso no revestía mayor complejidad. Indicó que la actividad procesal de los interesados fue permanente y el Estado no ha presentado justificación o explicación alguna sobre el tiempo trascurrido. 

15. Señaló que se dieron graves amenazas en contra de los familiares de las víctimas que impulsaron el proceso penal, y que por esto algunos tuvieron que dejar la ciudad de Chone y sólo los padres de cinco niños han decidido presentar esta petición.  

16. Alegó que de conformidad con las normas de derecho interno e internacional, al no haber garantizado el acceso a la justicia el Estado es responsable de violar sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Asimismo, argumentó que dichas violaciones son atribuibles al Estado ecuatoriano tanto por haber ocurrido en el seno de una entidad asistencial pública como por la ausencia de sanción y restitución por parte de la fiscalía y del poder judicial. 

B. Posición del Estado

17. El Estado sostuvo que las condiciones de administración de salud en el Ecuador son insuficientes en gran medida por la asignación de presupuesto limitado, pero señaló que dichas condiciones están en “desarrollo progresivo”, por lo cual no habría inobservancia de las obligaciones y responsabilidades del Estado. Destacó el Estado que el derecho a la salud se encuentra contemplado en el artículo 32 de la Constitución ecuatoriana. 

18. En cuanto al agotamiento de los recursos internos señaló que de los elementos jurídicos consignados en la petición se desprenderían contratiempos en el despacho de diferentes diligencias en el marco del proceso penal, ante los cuales los peticionarios pudieron valorar la posibilidad de interponer un juicio de recusación para hacer frente a la alegada lesión de sus derechos en la administración de justicia. El Estado precisó que dicho recurso “está consagrado dentro de la legislación ecuatoriana para corregir la actuación de los juzgadores cuando no existe oportuna atención a las peticiones, a la debida actuación de pruebas, entre otros eventos irregulares en la sustanciación de los procesos”.  Indicó que la acción civil por daños y perjuicios pudo llevarse a cabo para corregir los hechos denunciados, considerando que se trata de un recurso que puede ser calificado como rápido y sencillo y que, de ser activado correctamente, conduciría a un resarcimiento y reparación. El Estado también mencionó el procedimiento civil de daños morales, como un recurso adicional que podría haber sido considerado por las presuntas víctimas. 

19. Argumentó que debido a que solamente cinco de los padres y madres nombradas como presuntas víctimas demandaron la intervención de la justicia, una aproximación más adecuada indicaría que la muerte de los neonatos se debió a circunstancias médicas particulares de cada caso, como lo demostrarían las estadísticas en la ciudad de Chone. Además, alegó que no está claramente demostrado que en el presente caso las bacterias hayan sido determinantes para producir la muerte de los neonatos. 

20. Señaló que con respecto a las bacterias denominadas pseudomonas, la clasificación científica relata que son un género muy numeroso y que ninguna especie está implicada directamente en trasmisión por vía aérea. También mencionó que no se ha validado una técnica que permita el recuento bacteriano en un ambiente hospitalario para establecer el número de bacterias (unidades formadoras de colonias) que sería aceptable en dicho ambiente.

21. Argumentó que el bravibacillus brevis podría infectar a los humanos sólo en condiciones excepcionales. Igualmente indicó que las pseudomonas putidas, habitan normalmente el suelo y el agua, no forman parte de la flora humana normal, y se trasmiten a través de la exposición de dispositivos médicos y soluciones medicamentosas. 

22. El Estado señaló que la Convención Americana impide a la Comisión actuar como tribunal de alzada para examinar errores de hecho o de derecho en materias que son propias de los tribunales nacionales y que, en todo caso, sería la Corte Interamericana el organismo competente para determinar violaciones a las garantías del debido proceso.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

23. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias a favor de las presuntas víctimas ante la Comisión. Éstas se encontraban bajo la jurisdicción del Estado ecuatoriano a la fecha de los hechos aducidos. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

24. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado parte en dicho tratado.

25. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.

26. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. Respecto de las alegadas violaciones a derechos amparados en la Declaración Americana, la Comisión reitera que si bien la Declaración es una fuente de obligaciones internacionales
, una vez que la Convención entró en vigor en un Estado, ésta y no la Declaración se convirtió en fuente primaria de derecho aplicable por la Comisión, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos idénticos en ambos instrumentos
. En el presente caso, la Comisión entiende que las normas de la Declaración invocadas por el peticionario pueden subsumirse en el análisis que realizará  bajo la Convención Americana. 
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 

27. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

28. El Estado alegó que la petición es inadmisible porque el peticionario no utilizó el juicio de recusación y no agotó recursos en el ámbito civil, tales como la acción civil por daños y perjuicios o la acción de reparación por daños morales. El peticionario, por su parte, alegó que la acción civil de daños y perjuicios y la acción por daño moral no serían apropiadas siendo la vía penal la adecuada frente a violaciones del derecho a la vida. En ese sentido, el peticionario indicó que dicha vía culminó con un sobreseimiento provisional seguido de la inercia del Ministerio Público.

29. El análisis de agotamiento de los recursos internos debe partir de la determinación de cuáles son los recursos que deben ser agotados, entendiendo por tales aquellos recursos adecuados para solucionar la situación jurídica infringida
. La Comisión igualmente ha establecido que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos  que tengan disponibles. Tanto la Corte, como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que “(…) la regla que exige el previo agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios
. En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida
”.
30. La Comisión observa que los padres de los niños fallecidos recurrieron a la vía penal,  denunciando los hechos al Ministerio Público, el cual inició una causa penal imputando el delito de “homicidio inintencional” a varios médicos e ingenieros de mantenimiento del Hospital de Chone. De acuerdo con la información disponible, la legislación ecuatoriana al momento de los hechos regulaba este delito como perseguible de oficio. Posteriormente el juez de primera instancia dictó auto de llamamiento a plenario, el cual fue sobreseído provisionalmente por la Corte Superior de Justicia de Portoviejo el 27 de marzo de 2007. Según la información disponible, esta figura supone el cierre de la investigación hasta tanto aparezcan nuevos elementos para proseguir con ella. En sus escritos, el peticionario efectuó varias referencias a la “inercia” del Ministerio Público en continuar con las investigaciones. El Estado no dio respuesta a estos argumentos ni ofreció una explicación que prima facie incorporara las razones por las cuales pasados más de cinco años tras el sobreseimiento provisional, no se ha dado continuidad a las investigaciones. El Estado tampoco ha informado sobre averiguaciones o sanciones de naturaleza administrativa o disciplinaria.
31. En la etapa de fondo la Comisión analizará si el Estado ecuatoriano proveyó un recurso con las debidas garantías a los familiares de la presuntas víctima vis-à-vis las obligaciones emanadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Sin embargo, en la presente etapa del procedimiento, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, la Comisión considera que el Estado ha incurrido en un retardo injustificado en proveer un recurso efectivo frente a la denuncia presentada por los padres y madres de los niños y niña fallecidos/a. En consecuencia, la Comisión concluye que resulta aplicable la excepción contemplada en el artículo 46.2 c) de la Convención Americana.  

32. Finalmente, en cuanto al recurso de recusación alegado por el Estado, la Comisión observa que el Estado se limitó a plantear que el mismo procede contra autoridades judiciales que hubieran incurrido en irregularidades en la conducción de los procesos. El Estado no explicó de qué manera dicho recurso podría haber solucionado el reclamo central de los peticionarios que se relaciona más bien con el dictado de un sobreseimiento provisional y la consecuente falta de continuidad en la investigación, a pesar del vasto material probatorio existente. En virtud de lo anterior, la Comisión considera que no resultaba exigible para el peticionario interponer el recurso de recusación alegado por el Estado. 

2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión

33. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un tiempo razonable de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento.
34. La Comisión ha establecido que al presente caso resulta aplicable la excepción de retardo injustificado establecida en el artículo 46.2 c) de la Convención Americana. Teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde la última actuación procesal de la cual se tiene conocimiento – el sobreseimiento provisional de 27 de marzo de 2007 – y la presentación de la petición, el 15 de septiembre de 2007, la Comisión concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y, en consecuencia,  este requisito se encuentra satisfecho.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

35. El artículo 46.1.c de la Convención dispone que la admisión de una petición está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. Las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
4.
Caracterización de los hechos alegados 

36. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
37. Por otra parte, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
38. En primer lugar, el Estado planteó que la Comisión no es un tribunal de alzada para analizar los errores de hecho o de derecho en que pudieran haber incurrido las autoridades judiciales internas dentro del ámbito de su competencia y en cumplimiento de las garantías del debido proceso. Al respecto, la Comisión desea destacar que la petición no presenta como objeto la revisión de decisiones internas sino alegadas acciones y omisiones de diversas autoridades estatales que habrían comprometido la responsabilidad internacional del Estado de Ecuador. 

39. En ese sentido, en vista de los elementos presentados por las partes, la Comisión considera que los hechos descritos relacionados con muertes que pudieron haber sido prevenidas por el Estado mediante un debido control y monitoreo del establecimiento público de salud, podrían caracterizar la violación de los derechos a la vida, integridad personal y a los derechos del niño establecidos en los artículos 4.1, 5 y 19 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, respecto de los cinco niños y niñas recién nacidos que fallecieron en el hospital. Asimismo, la Comisión considera que los hechos descritos podrían caracterizar violación de los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y protección judicial establecidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, respecto de los familiares de los niños y niñas fallecidos.
40. De conformidad con las normas de interpretación establecidas en la Convención Americana
 y con los criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de la tendencia a integrar el sistema regional y el sistema universal
, así como sobre la noción de corpus juris en materia de derechos de los niños y niñas
, la Comisión interpretará el alcance y contenido de los anteriores derechos  a la luz de los elementos relevantes de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

41. Finalmente, la Comisión considera que los elementos presentados no caracterizarían una violación separada de los derechos a la familia y al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales establecidos en los artículos 17 y 26 de la Convención Americana. Los argumentos planteados por el peticionario sobre estos derechos podrán ser analizados en el estudio de fondo de las normas indicadas en el párrafo 41 del presente informe. Por otra parte, en relación con el artículo 29 de la Convención, el mismo será utilizado en este, como en todos los asuntos, como pauta de interpretación de las obligaciones convencionales del Estado.
V.
CONCLUSIONES
42. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4.1, 5, 19, 8 y 25 en relación con las olbigaciones establecidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 del mismo instrumento. 
43. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 4.1, 5, 19, 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
2. Declarar inadmisible esta petición con relación a los artículos 17 y 26 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión a las partes.

4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Sobre los hechos que se narran en la petición, la Comisión había recibido una solicitud de medidas cautelares el 26 de mayo de 2006. En su momento la Comisión envió una solicitud de información al Estado ecuatoriano el 20 de junio de 2006.


� La Comisión nota que además de los alegatos que se resumen en esta sección, el Estado hizo referencia a que el peticionario tendría un deber de probar de manera absoluta que sus derechos contemplados en el artículo 7.5 de la Convención no han sido garantizados efectivamente. Para la Comisión no resulta clara la razón por la cual el Estado efectuó esta referencia, en tanto no forma parte del objeto de la petición. 


� CIDH, Informe 102/09 (Admisibilidad) Petición 1380-06. Pensionados del Banco Nacional de Desarrollo Agrícola – BANDESA – Guatemala. 29 de octubre de 2009. Párr. 24; CIDH, Informe N° 38/09 (Admisibilidad y Fondo) Caso 12.670, Asociación Nacional de ex servidores del Instituto Peruano de Seguridad Social y otras, Perú, 27 de marzo de 2009, párrafo 68; Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10, párrafos 43 - 46. 


� CIDH, Informe 102/09 (Admisibilidad) Petición 1380-06. Pensionados del Banco Nacional de Desarrollo Agrícola – BANDESA – Guatemala. 29 de octubre de 2009. Párr. 24; CIDH, Informe N° 03/01 (Admisibilidad) Caso 11.670, Amilcar Menéndez, Juan Manuel Caride Y Otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párrafos 41 y ss.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr. 63.


� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A No. G 101/81, párr.26.


� CIDH, Informe N(57/03 (Admisibilidad), petición 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz c. Chile, 10 de octubre de 2033, párr. 40.


� Convención Americana artículo 29 Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: […] b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; […]. 


� Corte I.D.H., "Otros Tratados" Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-1/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A No. 1, párrafo 41.


� Corte I.D.H., Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párrafo 194. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párrafo 148, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párrafo 166. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrafos 24, 37, 53.
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